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AL-DEST-IJU-243-2022 

INFORME JURÍDICO1 

 

“AMPLIACIÓN DE PENAS POR DELITOS DE CORRUPCIÓN EN LA FUNCIÓN 
PÚBLICA Y DE CUELLO BLANCO, CREACIÓN DE MULTAS PARA QUE EL 

ESTADO RECOBRE LO ROBADO Y AGRAVAMIENTO DE PENAS PARA 
ALTOS JERARCAS QUE COMETAN CORRUPCIÓN” 

                                      EXPEDIENTE Nº 22.866 

I. RESUMEN DEL PROYECTO 
 

De conformidad con la exposición de motivos, la presente iniciativa de ley pretende 
lo siguiente:  

“…agravar las sanciones penales y pecuniarias para las partes 
involucradas en delitos de cuello blanco. Tanto desde lo público, como 
particularmente desde lo privado donde se cuenta con medios 
extraordinarios para incentivar el trato desigual, el privilegio y los 
beneficios prohibidos a favor de sus negocios. Es mi deseo, igual que el 
de la mayoría de los costarricenses que se llegue al fondo de estos 
asuntos y se sancione a los responsables, logrando que se disuada tanto 
a funcionarios como a los empresarios de acudir a estos mecanismos 
execrables para maximizar sus beneficios.” 
 
“… hacer más graves, ampliando los plazos y las repercusiones 
económicas de los delitos descritos en el título XV, sección II de nuestro 
Código Penal. Se trata de delitos contra los deberes de la función pública 
incluidos en la sección denominada “Corrupción de Funcionarios” 
integrada por ocho artículos que tratan los tipos penales en el siguiente 
orden: artículo 347- Cohecho impropio, artículo 348- Cohecho propio; 
artículo 349- Corrupción agravada; artículo 350- Aceptación de dádivas 
por un acto cumplido; artículo 351- Corrupción de jueces; artículo 352- 
Penalidad del corruptor; 352 bis- Supuestos para aplicar las penas de los 
artículos 347 al 352; artículo 353- Enriquecimiento ilícito y 354- 
Negociaciones incompatibles.”  
    
 
 
 
 

                                            
1Elaborado por Algiérie Vanessa Ugalde Chavarría, Asesora. Supervisado por Llihanny Linkimer Bedoya. Jefa de Área Económica 
Administrativa.  Revisión final por Fernando Martínez Campos, Director a.i. del Departamento de Servicios Técnicos.  
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II. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS 

 
EXPEDIENTE N°: 15745 LEY PARA PROTEGER E INCENTIVAR A LOS 

CIUDADANOS A COMBATIR LA CORRUPCIÓN EN LA FUNCIÓN PÚBLICA 

ESTADO ACTUAL DE LA TRAMITACIÓN:  

Archivado por vencimiento de plazo cuatrienal desde el 01-11-2008 

EXPEDIENTE N°: 16511 “REFORMA A LOS ARTICULOS 56 Y 345 DEL CÓDIGO 

PEINAL (LEY N° 4573) Y ARTÍCULO 55 DE LA LEY CONTRA LA CORRUPCIÓN 
Y EL ENRIQUECIMIENTO ILICITO EN LA FUNCION PÚBLICA (LEY N° 8422) Y 
DEROGATORIA DEL ARTÍCULO 343 BIS DEL CÓDIGO PENAL”. 

ESTADO ACTUAL DE LA TRAMITACIÓN: 

Generó la ley 8630 Modificación del Código Penal Ley N° 4573 del Código Penal y 
la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito N° 8422 

EXPEDIENTE N° 20547 “RESPONSABILIDAD DE LAS PERSONAS JURÍDICAS 
POR ACTOS DE SOBORNO TRANSNACIONAL Y COHECHOS DOMÉSTICOS” 

ESTADO ACTUAL DE LA TRAMITACIÓN: 

Archivado por dictamen negativo unánime 

 
III. ANALISIS DEL ARTÍCULADO 

 
En razón de que la presente iniciativa tiene un artículo único que reforma 6 ordinales 
del Código Penal, se presenta a continuación un cuadro con el artículo vigente a la 
izquierda y la reforma propuesta a la derecha, resaltando los cambios en negrita 
para mayor comprensión: 
 

 

CÓDIGO PENAL, LEY N°4573 EXPEDIENTE N°22866 

 

 

Cohecho impropio 

Artículo 347- Será reprimido con prisión de uno a 

cinco años, el funcionario público que, por sí o por 

 

Cohecho impropio 

Artículo 347- Será reprimido con prisión de 

seis meses a tres años, el funcionario público 
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persona interpuesta, reciba una dádiva o cualquier 

otra ventaja indebida o acepte la promesa de una 

retribución de esa naturaleza para hacer un acto 

propio de sus funciones. Además, se le impondrá 

una multa hasta de quince veces el monto 

equivalente al beneficio patrimonial obtenido o 

prometido. 

que, por sí o por persona interpuesta, reciba 

una dádiva o cualquier otra ventaja indebida o 

acepte la promesa de una retribución de esa 

naturaleza para hacer un acto propio de sus 

funciones. Además, cuando exista un 

beneficio patrimonial se le impondrá una 

multa hasta de cinco veces el monto 

equivalente a lo obtenido o prometido. 

Cohecho propio 

Artículo 348- Será reprimido, con prisión de tres a 

ocho años y con inhabilitación para el ejercicio de 

cargos y empleos públicos de diez a quince años, 

el funcionario público que por sí o por persona 

interpuesta reciba una dádiva o cualquier otra 

ventaja o acepte la promesa directa o indirecta de 

una retribución de esa naturaleza para hacer un 

acto contrario a sus deberes o para no hacer o para 

retardar un acto propio de sus funciones. Además, 

se le impondrá una multa hasta de treinta veces el 

monto equivalente al beneficio patrimonial obtenido 

o prometido. 

 

Cohecho propio 

Artículo 348- Será reprimido, con prisión de 

tres a nueve años y con inhabilitación para el 

ejercicio de cargos y empleos públicos de diez 

a quince años, el funcionario público que por 

sí o por persona interpuesta reciba una dádiva 

o cualquier otra ventaja o acepte la promesa 

directa o indirecta de una retribución de esa 

naturaleza para hacer un acto contrario a sus 

deberes o para no hacer o para retardar un 

acto propio de sus funciones. Además, se le 

impondrá una multa de diez a veinte veces el 

monto equivalente al beneficio patrimonial 

obtenido o prometido, perseguible en todo 

su haber patrimonial. 

Corrupción agravada 

Artículo 349- Los extremos inferior y superior de 

las penas establecidas en los artículos 347 y 348 se 

elevarán en un tercio cuando en los hechos a los 

que se refieren estos dos artículos concurriera 

alguna de las siguientes circunstancias agravantes: 

1) Tales hechos tengan como fin el otorgamiento de 

puestos públicos, jubilaciones, pensiones, la fijación 

o el cobro de tarifas o precios públicos, el cobro de 

tributos o contribuciones a la seguridad social o la 

celebración de contratos o concesiones en los que 

esté interesada la Administración Pública. 

Corrupción agravada 

Artículo 349- Los extremos superiores de las 

penas establecidas en los artículos 347 y 348 

se elevarán en un tercio cuando en los hechos 

a los que se refieren estos dos artículos 

concurriera alguna de las siguientes 

circunstancias agravantes: 

1) Tales hechos tengan como fin el 

otorgamiento de puestos públicos, 

jubilaciones, pensiones, la fijación o el cobro 

de tarifas o precios públicos, el cobro de 

tributos o contribuciones a la seguridad social 
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2) Como consecuencia de la conducta del autor se 

ocasione un perjuicio patrimonial grave a la 

Hacienda Pública, se deteriore la prestación de los 

servicios públicos o se produzca un daño a las 

personas usuarias de estos servicios. 

 

o la celebración de contratos o concesiones en 

los que esté interesada la Administración 

Pública. 

2) Como consecuencia de la conducta del 

autor se ocasione un perjuicio patrimonial 

grave a la Hacienda Pública, se deteriore la 

prestación de los servicios públicos o se 

produzca un daño a las personas usuarias de 

estos servicios. 

Aceptación de dádivas por un acto cumplido 

 

Artículo 350- Será reprimido, según el caso, con 

las penas establecidas en los artículos 347 y 348 

disminuidas en un tercio, el funcionario público que, 

sin promesa anterior, acepte una dádiva o cualquier 

otra ventaja indebida por un acto cumplido u omitido 

en su calidad de funcionario. Además, se le 

impondrá una multa hasta de diez veces el monto 

equivalente al beneficio patrimonial obtenido. 

 

Aceptación de dádivas por un acto 

cumplido y sanción al corruptor 

Artículo 350- Será reprimido, según el caso, 

con las penas establecidas en los artículos 

347 y 348 disminuidas en un tercio, el 

funcionario público que, sin promesa anterior, 

acepte una dádiva o cualquier otra ventaja 

indebida por un acto cumplido u omitido en su 

calidad de funcionario. Además, se le 

impondrá una multa hasta de cinco veces el 

monto equivalente al beneficio patrimonial 

obtenido. 

Las penas establecidas en los este y los 

tres artículos anteriores serán aplicables al 

que dé, ofrezca o prometa a un funcionario 

público una dádiva o ventaja indebida. 

Penalidad del Corruptor 

Artículo 352.- Penalidad del corruptor 

 

Las penas establecidas en los cinco artículos 

anteriores serán aplicables al que dé, ofrezca o 

prometa a un funcionario público una dádiva o 

ventaja indebida. 

Tráfico de influencias 

Artículo 352-  

Quien directamente o por persona 

interpuesta, influya en un servidor público, 

prevaliéndose de su cargo o de cualquier 

otra situación derivada de su relación 

personal o jerárquica con este o con otro 

servidor público, ya sea real o simulada, 

para que haga, retarde u omita un 
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 nombramiento, adjudicación, concesión, 

contrato, acto o resolución propios de sus 

funciones, de modo que genere, directa o 

indirectamente, un beneficio económico o 

ventaja indebidos, para sí o para otro, será 

sancionado con pena de prisión de dos a 

cinco años. 

Con igual pena será sancionado quien 

utilice u ofrezca la influencia descrita en el 

párrafo anterior. 

Los extremos de la pena señalada en el 

párrafo primero, se elevarán en un tercio, 

cuando la influencia provenga del 

presidente o vicepresidente de la 

República, de los miembros de los 

Supremos Poderes o del Tribunal Supremo 

de Elecciones, del contralor o sub-

contralor general de la República, del 

procurador o del procurador general 

adjunto de la República, del fiscal general 

de la República, del defensor o defensor 

adjunto de los habitantes, o del superior 

jerárquico de quien debe resolver, 

incluyendo los miembros de los 

organismos administradores del Estado o 

del sector público que cooperen con su 

voto a la comisión de este delito. 

Enriquecimiento ilícito. 

Artículo 353.- Será reprimido con prisión de seis 

meses a dos años, el funcionario público que sin 

incurrir en un delito más severamente penado: 

 

1) Aceptare una dádiva cualquiera o la promesa de 

una dádiva para hacer valer la influencia derivada 

Enriquecimiento ilícito 

Artículo 353- Será reprimido con prisión de 

seis meses a dos años, el funcionario público 

que sin incurrir en un delito más severamente 

penado: 

 

1) Aceptara una dádiva cualquiera o la 

promesa de una dádiva para hacer valer la 
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de su cargo ante otro funcionario, para que éste 

haga o deje de hacer algo relativo a sus funciones; 

 

2) Utilizare con fines de lucro para sí o para un 

tercero informaciones o datos de carácter 

reservado de los que haya tomado conocimiento en 

razón de su cargo; 

 

3) Admitiere dádivas que le fueren presentadas u 

ofrecidas en consideración a su oficio, mientras 

permanezca en el ejercicio del cargo; y 

 

influencia derivada de su cargo ante otro 

funcionario, para que este haga o deje de 

hacer algo relativo a sus funciones. 

 

2) Utilizara con fines de lucro para sí o para 

unas terceras informaciones o datos de 

carácter reservado de los que haya tomado 

conocimiento en razón de su cargo. 

 

3) Admitiera dádivas que le fueren 

presentadas u ofrecidas en consideración a su 

oficio, mientras permanezca en el ejercicio del 

cargo. 

 

Adicionalmente, se le impondrá una multa 

de hasta de cinco veces el monto 

equivalente al beneficio patrimonial 

obtenido. Cuando el tribunal encuentre 

dificultades desproporcionadas en la 

comprobación exacta de la cuantía de lo 

obtenido, o del valor de este, podrá 

estimarlas en la medida de dichas 

dificultades. 

Se podrá prescindir de la orden, cuando el 

valor de lo obtenido sea irrelevante 

 

Reforma artículo 347 del Código Penal:  

Esta Asesoría considera que se presenta una inconsistencia con la exposición de 
motivos del proyecto bajo análisis, por cuanto en la justificación se indica como 
finalidad el agravar las sanciones penales y pecuniarias de los delitos a reformar, 
sin embargo, en el ordinal de la iniciativa se propone una pena de prisión de 6 meses 
a 3 años y una multa hasta de 5 veces el monto equivalente a lo obtenido y 
prometido, y actualmente la pena es de 1 a 5 años de prisión con una multa de hasta 
15 veces el monto equivalente a lo obtenido y prometido, es decir, se propone 
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disminuir tanto la pena de prisión como la multa, por lo que se sugiere revisar la 
redacción de la reforma comentada.  
 
 
En otro orden de ideas, es menester indicar que el delito de Cohecho impropio es 
un delito de acción, por lo tanto para que se tipifique la conducta ilegitima, la persona 
funcionaria pública debe haber aceptado recibir una dádiva, cualquier ventaja 
indebida o la promesa de una retribución de igual naturaleza, para realizar un acto 
que está dentro de sus funciones y obligaciones, por lo tanto, es un delito que se 
comete con dolo2 y para el que no se requiere probar la existencia del beneficio 
económico en el patrimonio del encartado.  
 
En consecuencia, se sugiere revisar la reforma planteada respecto a tipificar la 
existencia de un beneficio patrimonial para la imposición de la multa, pues del 
párrafo anterior se colige que no es necesario demostrar o cuantificar el beneficio 
patrimonial del imputado, pues el delito se consuma con la aceptación no solo de 
una dádiva que puede ser dinero en efectivo, un bien inmueble, mueble o algún 
beneficio similar, también puede ser una ventaja indebida como un ascenso laboral 
sin merito, un cambio de lugar de trabajo o alguna cosa que le interese a la persona 
funcionaria pública, o bien, la sola aceptación de una promesa de obtener algo 
indebido para ejercer sus funciones públicas es la acción que tipifica el delito, por lo 
que imponerle a las personas operadoras del derecho la obligación de probar el 
beneficio patrimonial podría hacer inaplicable la multa, pues muchas personas 
imputadas en causas de cohecho impropio no ingresan a sus cuentas bancarias los 
dineros recibidos ni incrementan su patrimonio personal con bienes muebles e 
inmuebles, y en el caso de que lo recibido sea una promesa de conformidad con la 
reforma planteada, no se podría imponer la multa porque no existiría el beneficio 
patrimonial requerido. 
 
 
Reforma al artículo 348 del Código Penal: 
 

Esta asesoría considera que se presenta una inconsistencia con la exposición de 
motivos del proyecto en estudio, por cuanto en la justificación se indica como 
pretensión el agravar las multas; sin embargo, la presente iniciativa fija una multa 
de 10 a 20 veces el monto equivalente al beneficio patrimonial obtenido o prometido, 
y en el numeral vigente la multa está fijada hasta de 30 veces el monto equivalente 
al beneficio patrimonial obtenido o prometido, por lo que se sugiere revisar la 
redacción.  

 

                                            
2 Artículo 31- Obra con dolo quien quiere la realización del hecho tipificado, así como quien la acepta, 
previéndola a lo menos como posible. Código Penal, Ley N° 4573 de 4 de mayo de 1970. 
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Reforma al artículo 349 del Código Penal: 

Esta asesoría considera que se presenta una inconsistencia con la exposición de 
motivos del proyecto, por cuanto la misma  indica que pretende agravar las 
sanciones penales; sin embargo, en la reforma se propone eliminar la posibilidad de 
que las personas juzgadoras eleven en un tercio el extremo inferior de los artículos 
347 y 348 del Código Penal para los delitos de Corrupción Agravada, dejando la 
elevación en un tercio únicamente para el extremo superior, situación y redacción 
que se sugiere revisar.  

 

Reforma al artículo 350 del Código Penal: 

Esta asesoría considera que se presenta una inconsistencia con la exposición de 
motivos del proyecto, por cuanto en la justificación se indica como pretensión el 
agravar las multas; sin embargo, la presente iniciativa fija una multa de 5 veces el 
monto equivalente al beneficio patrimonial obtenido, y el artículo vigente impone una 
multa hasta de 10 veces el monto equivalente al beneficio patrimonial obtenido, por 
lo que se recomienda la revisión de la redacción. 

En otro orden de ideas, es pertinente resaltar que en el último párrafo de la reforma 
planteada se adiciona la tipificación del delito de Penalidad del Corruptor, lo que 
obliga a esta asesoría a señalar que el bien jurídico protegido en el delito de 
aceptación de dádivas por un acto cumplido es muy diferente al bien que se tutela 
en la Penalidad del corruptor, la acción que se persigue también es diferente, en la 
aceptación de dádivas la acción la debe desplegar la persona funcionaria pública y 
en Penalidad del corruptor  la acción es llevada a cabo por una persona corruptora, 
de lo anterior se infiere que estamos en presencia de dos delitos diferentes que se 
están tipificando en un mismo artículo, redacción que estaría rozando con el 
principio de legalidad y de tipicidad penal, los cuales exigen que los tipos penales 
sean redactados con claridad y precisión, que sean específicos de acuerdo a su 
composición de sujetos activos, bienes que se tutelan, sujetos pasivos, etc. La Sala 
Constitucional ha manifestado sobre este particular lo siguiente:  

“...la tipicidad exige que las conductas delictivas sean acuñadas en 
tipos que tienen una estructura básica conformada con sujeto 
activo y verbo activo. …Es por ello que las penas, el régimen de los 
derechos fundamentales, los impuestos, entre otros ámbitos materiales, 
se confían al legislador, quien, por demás, no puede renunciar al 
mandato popular que se le ha conferido” (...) La función de garantía de 
la ley penal exige que los tipos sean redactados con la mayor 
claridad posible, para que tanto su contenido como sus limites 
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puedan deducirse del texto lo más exactamente posible.” ( La negrita 
y el subrayado no son del original)3 

 
Al tenor del carácter punitivo del Derecho Penal, las personas legisladoras deben 
observar siempre los principios y garantías constitucionales al momento de reformar 
y redactar nuevos tipos penales, y en el caso de marras no se observa la necesidad 
técnica jurídica de “fusionar” los numerales 350 y 352 del Código Penal, más bien, 
por ser conductas punibles con elementos diferentes, se prevén roces de legalidad 
y de aplicación de la norma, lo que conllevaría  a una ruptura importante en el 
procedimiento de la lucha y combate contra la corrupción, ya que el delito de 
Penalidad del Corruptor es clave en los ilícitos contra los deberes de la función 
pública y de enriquecimiento ilícito en la función pública, y al no poderse aplicar, 
estarían quedando sin responsabilidad penal y civil los funcionarios públicos y 
corruptores que han delinquido o delincan ofreciendo y aceptando -según sea el 
caso- dádivas, ventajas o promesas para ejercer sus funciones públicas, es decir, 
estaríamos frente a un debilitamiento del sistema penal anticorrupción.  
 

Reforma al artículo 352 del Código Penal:  

Resulta de suma importancia mencionar que la reforma propuesta elimina del 
Código Penal el delito de Penalidad del Corruptor y en su lugar, incorpora el delito 
de Tráfico de influencias.  

El delito de Tráfico de influencias se encuentra actualmente tipificado en el ordinal 
52 de la Ley N° 8422, Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la 
Función Pública, así como resaltar que la reforma de marras elimina la posibilidad 
de elevar en un tercio la pena cuando la influencia provenga de miembros de los 
partidos políticos que ocupen cargos de dirección a nivel nacional, y en su lugar 
incorpora los miembros de los organismos administradores del Estado o del sector 
público que cooperen con su voto a la comisión de este delito. 

Es imperativo indicar que nuestro país es un estado constitucional, según lo dispone 
el artículo 9 de nuestra Carta Magna, tiene divididas sus funciones de 
administración.  Un poder distinto ejerce cada una de las tres funciones básicas en 
que se divide el ejercicio del poder político-estatal: El poder legislativo ejerce la 
función legislativa, el poder ejecutivo ejerce la función de gobierno y el poder judicial 
ejerce la función jurisdiccional. La fiscalización de la hacienda pública recae en la 
Contraloría General de la República y en la Asamblea Legislativa.  

 

                                            
3 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Voto N° 2008-016098, de las ocho horas y 
treinta y tres minutos del veintinueve de octubre del dos mil ocho. 
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La administración del Estado corresponde a las diferentes instituciones 
centralizadas, descentralizadas, autónomas y semiautónomas, instituciones 
públicas, que son fiscalizadas y dirigidas por los 3 diferentes poderes de la 
República según corresponda, y todas son fiscalizadas por la Contraloría general 
de la República y por el Poder Judicial de ser necesario. 

De lo anterior, se colige que en nuestro Estado y sus instituciones no existen 
organismos administradores del Estado o del sector público, por lo que la reforma 
planteada presenta roces de legalidad y constitucionalidad, en igual sentido, sucede 
con la frase “…o del sector público que cooperen con su voto en la comisión del 
delito”, esta resulta ambigua.  

De conformidad con lo esbozado en líneas anteriores, resulta pertinente redundar 
en cuanto a que el delito de tráfico de influencias se encuentra ya tipificado en una 
ley especial, y en este caso en particular, la iniciativa presentada no deroga 
expresamente el artículo 52 de la Ley N° 8422 por lo que estaríamos en una 
antinomia jurídica, ya que la misma conducta estaría regulada en dos cuerpos 
legales diferentes, sean el Código Penal y la Ley contra la corrupción y el 
enriquecimiento ilícito en la función pública;  sin embargo,  en el caso concreto no 
cabe la derogatoria tácita por cuanto la norma general no puede derogar una norma 
especial,  así las cosas, y de aprobarse el proyecto de ley, quedarían 2 cuerpos 
normativos -uno general y otro especial- regulando exactamente las mismas 
acciones, con la diferencia de que en la reforma planteada se elimina la posibilidad 
de elevar en un tercio la sanción de pena de prisión cuando las influencias 
provengan de miembros de los partidos políticos que ocupen cargos de dirección a 
nivel nacional.  

En relación con la presencia de antinomias jurídicas la Procuraduría General de la 
República ha resuelto lo siguiente:  

"Como ha indicado en reiteradas ocasiones este Órgano Consultivo, las 
antinomias normativas pueden ser resueltas a través de tres criterios 
hermenéuticos diferentes: el jerárquico, el de especialidad y el cronológico. 

Se afirma la procedencia de este último, por cuanto la Ley de la Contraloría, 
N. 7428, fue sancionada el 7 de septiembre de 1994, en tanto la Ley del 
Banco Central, N. 7558, es de 3 de noviembre de 1995. Empero, es sabido 
que la aplicación de los criterios de la hermenéutica jurídica no es absoluta, 
que estos criterios no constituyen una norma del ordenamiento ni tampoco 
un principio; son criterios que orientan al operador jurídico con el fin de 
determinar la aplicación de las normas. Se exceptúa el caso del criterio 

jerárquico en virtud de que la Constitución y las leyes sí establecen la 
jerarquía de las normas. Ahora bien, el criterio cronológico no implica que 
toda ley posterior deroga la anterior. Esto es válido si ambas normas son 
generales pero no cuando está de por medio un criterio de especialidad."4 

                                            
4 Procuraduría General de la República, Criterio OJ-039-2019, 27 de mayo del 2019 
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El Código Penal es una ley general, es el cuerpo normativo que tipifica los 
delitos penales, mientras que la Ley N° 8422 es una ley especial, por cuanto 
fue creada para regular y sancionar los delitos contra la corrupción y el 
enriquecimiento ilícito, desarrolla un amplio régimen jurídico destinado a 
detectar, prevenir y sancionar la corrupción en la función pública significando 
una adecuación de la legislación interna. 

Así las cosas, esta asesoría recomienda que se revise la redacción de la 
reforma propuesta con la finalidad de evitar roces de legalidad e inaplicación 
de las normas mencionadas.  

Reforma del artículo 353 del Código Penal: 

Esta asesoría considera que la reforma propuesta en este numeral resulta ambigua 
y causa inseguridad jurídica, ya que en derecho penal establece que cuando el 
Tribunal encuentre dificultades desproporcionadas en la comprobación exacta de la 
cuantía de lo obtenido o del valor de éste podrá estimarlas en la medida de dichas 
dificultades, se está dejando a interpretación y a consideración de los operadores 
del derecho la imposición de una multa, por cuanto no se especifica qué es una 
dificultad desproporcionada, en igual situación se encuentra el último párrafo de la 
reforma que indica que se podrá prescindir de la orden cuando el valor de lo 
obtenido sea irrelevante, la palabra irrelevante no es un término jurídico y es un 
término que está sujeto a la interpretación de cada persona, y el derecho penal es 
un derecho taxativo, todo lo que se puede y lo que no se puede hacer debe estar 
escrito en la norma de manera clara, precisa y concisa.  Es un derecho regido por 
el principio de legalidad, principio que se constituye en uno de los principios 
esenciales y rectores del derecho penal, que ampara la seguridad jurídica de las 
personas, cuando se establece como garantía judicial el que nadie puede ser 
juzgado y, mucho menos, condenado por una conducta, ni se puede imponer una 
pena que no se encuentre establecida en la ley en forma expresa y clara.  
 
En el mismo orden de ideas, es imperativo mencionar que tipificar un delito 
inobservando el principio de legalidad podría estar causando roces de 
constitucionalidad con el artículo 39 de nuestra Carta Magna.  

 
IV. CONSIDERACIONES FINALES 

 

1. Resulta pertinente mencionar que los delitos contra los deberes de la 
función pública, contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la 
función pública han tenido un aumento importante en los últimos años en 
nuestro país, desde que el 14 de junio del año 2021 se reveló el caso de 
corrupción Cochinilla en las licitaciones para contratos de construcción y 
reparación vial, y en menos de seis meses se ventilaron tres grandes 
casos de corrupción que involucran empresarios, funcionarios públicos, 
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alcaldes, al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y 
supuestas redes de narcotráfico. Los tres grandes casos de corrupción 
Cochinilla, Azteca y Diamante causaron conmoción a nivel judicial, 
además, han puesto sobre el tapete las debilidades de un sistema de 
construcción de carreteras que, para algunas personas, ha fracasado; y 
ha exhibido los portillos que permiten la intrusión del narcotráfico y el 
lavado en obras públicas, como en el caso Azteca.5  

2. Los casos de corrupción en la función pública lesionan gravemente la 
confianza de la ciudadanía en el Estado social de derecho y en las 
autoridades jurisdiccionales, razón que motivó a las y los legisladores a 
reformar el código penal con sanciones privativas de libertad más fuertes, 
además de legislar leyes especiales, como la Ley N° 8422, especificando 
y profundizando en las conductas y sanciones para los funcionarios 
públicos y para los sujetos corruptores, por lo que reducir las penas 
privativas de libertad y las multas en los delitos objeto de la presente 
iniciativa de ley, podría traer como consecuencia un grave quebranto en 
el sistema de justicia y una imagen inconveniente para nuestro país a nivel 
nacional e internacional. 

3. Es preciso mencionar que nuestro país se unió a la lucha contra la 
corrupción, suscribiendo la Convención Interamericana contra la 
Corrupción, Ley N° 7670, de 17 de abril de 1997 y la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción, Ley N° 8557, de 29 de noviembre 
de 2006, comprometiéndose con estas adopciones y ratificaciones a 
tipificar, sancionar y mantener un estricto control sobre los delitos contra 
la corrupción y el enriquecimiento ilícito, ratificaciones que le permitieron 
al país ser parte de la OCDE, organismo que fiscaliza y vigila celosamente 
que los Estados parte mantengan sanciones adecuadas que permitan el 
combate contra la corrupción, por lo que conviene revisar las reformas 
presentadas en el presente proyecto de ley, ya que al reducir las penas 
privativas de libertad y las multas, podría interpretarse como un 
debilitamiento y una regresión en la lucha contra los delitos de corrupción 
y enriquecimiento ilícito. 

4. Se reitera que la presente iniciativa de ley presenta inconsistencias con la 
exposición de motivos en la reforma de los numerales 347, 348, 349 y 350 
del Código Penal, asimismo, se insiste en que la reforma del ordinal 350 
presenta roces de legalidad, la reforma del artículo 352 presenta roces de 
legalidad y constitucionalidad y la reforma del numeral 353 presenta roces 
de constitucionalidad.  
 
 
 

                                            
5 https://semanariouniversidad.com/pais/casos-cochinilla-azteca-y-diamante-ponen-en-jaque-al-
poder-politico-y-economico 
 

https://semanariouniversidad.com/pais/casos-cochinilla-azteca-y-diamante-ponen-en-jaque-al-poder-politico-y-economico
https://semanariouniversidad.com/pais/casos-cochinilla-azteca-y-diamante-ponen-en-jaque-al-poder-politico-y-economico
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V. ASPECTOS DE TÉCNICA LEGISLATIVA 

 
Se recomienda corregir las inconsistencias señaladas entre las reformas de los 
numerales 347, 348, 349 y 350 del Código Penal y lo fundamentado en la exposición 
de motivos de la iniciativa bajo estudio, ya que el objetivo del proyecto expuesto en 
ésta y el contenido de los artículos son discordantes. 

 

VI. ASPECTO DE TRÁMITE Y PROCEDIMIENTO 
 

Votación  

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 119 de nuestra Constitución Política, este 
proyecto de ley requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los votos 
presentes de los miembros de la Asamblea Legislativa. Sin embargo, por ser una 
iniciativa de consulta obligatoria a la Corte Suprema de Justicia, debe tenerse en 
cuenta que en caso de que esta se oponga al proyecto, se requerirá mayoría 
calificada para su aprobación. 

Delegación 

La iniciativa podría ser delegada en una Comisión con Potestad Legislativa Plena, 
ya que no se encuentra en ninguno de los supuestos del artículo 124 constitucional. 
Sin embargo, si la Corte Suprema de Justicia se opone a la iniciativa, la delegación 
no sería viable, debido a la mayoría calificada que se requiere para su aprobación. 

Consultas 

Obligatorias: 

 Corte Suprema de Justicia  
 

VII. FUENTES 
 
Normativa:  

 Código Penal, Ley N° 4573 de 4 de mayo de 1970. 

 Constitución Política. 

 Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, 
Ley N° 8422, de 29 de octubre de 2004. 

 Convención Interamericana contra la Corrupción, Ley N° 7670, de 17 de abril 
de 1997 

 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, Ley N° 8557, de 
29 de noviembre de 2006 
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Jurisprudencia: 

 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Voto N° 2008-016098, 
de las ocho horas y treinta y tres minutos del veintinueve de octubre del dos 
mil ocho. 

 Procuraduría General de la República, Criterio OJ-039-2019, 27 de mayo del 
2019. 

 

  

 

Elaborado por: avuch 
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